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   El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY

Artículo 1: Modifícase el art. 51 de la ley 12008 (texto según ley 13101) el que quedará redactado de la siguiente manera: 

Art. 51: 1.El pago de las costas estará a cargo de la parte vencida en el proceso. Sin embargo, el tribunal podrá eximir total o parcialmente del pago de las costas al vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento, bajo pena de nulidad. 
2. Cuando la parte vencida en el proceso fuere un agente público o quien hubiera reclamado un derecho previsional, en causas promovidas en materia de empleo público o previsional, las costas le serán impuestas sólo si hubiere litigado con notoria temeridad"
Artículo 2: de forma.
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FUNDAMENTOS
Se proyecta la modificación del artículo 51 de la ley 12008, restableciendo el texto anterior a la sanción de la ley 13101.

Resulta necesario realizar un breve análisis del plexo normativo que avala el proyecto modificatorio que se formula.


El art. 18 de nuestra Constitución Nacional establece la garantía procesal necesaria para el ejercicio de nuestros derechos fundamentales. Esto se expresa a través del juez natural, del debido proceso, la inviolabilidad de los derechos fundamentales del hombre, entre otros.


El art. 31 de la Constitución Nacional contiene dos principios elementales: a) el de la primacía constitucional y; b) el de jerarquía de las fuentes del derecho.



Por el principio de la supremacía constitucional resulta insostenible y carente de valor jurídico toda norma inferior que se contradiga el contenido de nuestra Carta Magna.


El principio de jerarquía de las fuentes del derecho hace a la pirámide jurídica y en ese orden la norma inferior debe ajustarse a los mandatos de la norma superior.


Por otro lado, el art. 17 de la Constitución Nacional consagra el principio de inviolabilidad del derecho de propiedad; principio que sede únicamente en dos situaciones: a) por sentencia fundada en ley o; b) por expropiación por causa de utilidad pública, calificada por ley.


En consonancia con lo referido, el art. 16 de la Constitución Nacional enaltece el principio de igualdad ante la ley, siendo reiterada la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cuanto ha sostenido "la ley debe ser igual para los iguales en igualdad de circunstancias".


Viene en apoyo a lo expresado el art. 15 de la Constitución provincial que garantiza el acceso irrestricto a la Justicia.


 En ese sentido se expresan los arts. 8 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica, que a partir de la reforma de constitucional de 1994, tiene jerarquía constitucional. 


Interpretando de manera conjunta toda la normativa detallada puede inferirse claramente la inconstitucionalidad manifiesta del art. 51 de la ley 12.008, en cuanto enuncia: "COSTAS: 1. El pago de las costas será soportado por las partes en el orden causado. 2. Las costas se aplicarán e la parte vencida solamente en los siguientes supuestos: a) en los procesos de ejecución tributaria, b) cuando la vencida hubiese actuado con notoria temeridad o malicia".


Esta norma sin embargo es la resultante de la modificación introducida por la ley 13101 (art.33).


La norma en cuestión, en su redacción original, imponía el principio contenido en el art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial: costas a cargo de la parte vencida.

 

Establecía el art. 51 de la ley 12008 antes de la reforma introducida por la ley 13101.
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“1.El pago de las costas estará a cargo de la parte vencida en el proceso. Sin embargo, el tribunal podrá eximir total o parcialmente del pago de las costas al vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento, bajo pena de nulidad. 
2. Cuando la parte vencida en el proceso fuere un agente público o quien hubiera reclamado un derecho previsional, en causas promovidas en materia de empleo público o previsional, las costas le serán impuestas sólo si hubiere litigado con notoria temeridad".





Queda claro que el legislador adscribía al principio objetivo de la derrota en materia de costas, con excepción de los agentes públicos y reclamantes de beneficios previsionales en causas relativas a empleo público y previsional, que sólo podían ser condenados si actuaban con notoria temeridad y malicia. 





Se superaba así la ley Varela en la materia "aggiornando" el procedimiento que se ponía en marcha con la ley 12008 con el criterio moderno de imposición de costas al vencido.





Con la reforma de la ley 13101 art. 51 de la ley 12008 se retrocedió en la materia. Sobre el particular tuvo oportunidad de expresar el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires (agosto 21 de 2003), en un trabajo de observación a la reforma: "8) En el proyecto de reforma, con una redacción poco feliz, se vuelve al vetusto principio contenido en el art. 17 del Código Varela, de que las costas operan como una sanción al litigante malicioso o temerario. Se trata de una regla que ha sido dejada de lado en todos los ordenamientos procesales del país y extranjeros y reemplazadas por otra más justa, como es el principio de la derrota".

"La reforma implica también otra valla innecesaria al acceso a la jurisdicción, por lo que se considera absolutamente inconveniente su introducción".

"Finalmente, se estima necesario prever la protección del agente público o de quien reclame el amparo de un derecho previsional en cuanto a las costas".    




De la primera parte del artículo 51 vigente enunciado "ut supra" puede extraerse que, como principio general, cada parte en un pleito debe soportar los gastos devengados en el proceso y abonar los honorarios profesionales de su letrado, sin importar el resultado del juicio.


Es decir, que quien debe acudir a la justicia por culpa de la Administración Pública, debe soportar las costas del proceso, incluido el trabajador estatal, más allá de lo expresado en la ley 12200.


Nótese que el particular damnificado además de tener que acudir a la justicia para encontrar cobijo a su derecho lesionado, tiene la carga y el perjuicio de abonar los gastos que se devengaren en el pleito. Pleito que, reitero, tuvo que iniciar forzosamente para hacer valer sus derechos. 
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Asimismo del artículo enunciado precedentemente surge una notoria desigualdad entre las partes, expuesto expresamente en el primer inciso, cuando detalla una de las excepciones de la imposición de costas por su orden.

            La norma dice que las costas se aplicarán a la parte vencida en los procesos de ejecución tributaria.


Es decir que cuando el Estado actúa como sujeto de derecho en carácter de actor, entonces sí el vencido debe hacerse cargo del pago de las costas. Sin embargo, cuando el Estado es demandado y vencido, es el particular quien debe igualmente abonar las costas generadas para hacer valer su derecho.


Tal imposición a efectos de acceder a la justicia importa un alzamiento contra el orden constitucional ya que lesiona gravemente derechos y garantías amparados por la Constitución Nacional, Provincial y Convenios Internacionales como los ya señalados, además del debido proceso.




Toda norma que dificulte el acceso a la justicia, como la que se impugna, es contrario la Constitución Nacional y Provincial, sino también a la Convención Americana de Derechos Humanos, norma supralegal desde la reforma constitucional de 1994. Dijo la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Cantos"  (28-11-2002) "…que cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de cualquier manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención".





Señores legisladores, no se trata en una cuestión procesal, se trata de una cuestión de fondo y de la supremacía que esta tiene sobre la ley adjetiva. 





Transcribo a continuación el fallo dictado en los autos "NITTI NICOLÁS ANTONIO C/ MINISTERIO DE ECONOMIA S/ PRETENSION ANULATORIA", Juzgado Contencioso Administrativo nº 1, La Plata,  que expresa, resume y avala este proyecto de reforma: 





"A tenor de lo expresado, entiendo que, en el supuesto de autos, la citada reforma no se ajusta al orden constitucional, toda vez que la responsabilidad en materia de costas por incumplimiento de la obligación principal –a diferencia de las regulaciones de honorarios practicadas conforme a las leyes arancelarias o usos locales- forma parte del derecho sustancial (conf. art. 75 inc. 12 C.N. y arts. 505, 1109, 1112 y 1113 del C.C.; SCBA, causas L 77914, “Zuccoli”; L 75196, “Santillán”; L 77859, “Acosta”), en tanto constituye una faceta de la responsabilidad patrimonial del litigante, referida a la extensión con la que debe indemnizar los gastos realizados para forzar el cumplimiento del orden jurídico y por ello, constituye un daño que la víctima no tiene el deber jurídico de soportar. El hecho 
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de que esos gastos sean ocasionados durante un proceso, no convierte a esa responsabilidad en materia procesal (SCBA, voto del Dr. Roncoroni en las causas L 77859, L 77859 y L 77914, ya citadas, y causas L 81838, “Macalusi”;  L 77243, “Franco”).- Hace más de un siglo, Chiovenda –refiriéndose a la máxima fiscus gratis litigat- señalaba que este privilegio hubiera debido suprimirse al aparecer el principio absoluto de la condena en costas, juntamente con los demás motivos de compensación dependientes de la calidad de las partes, pero contribuyeron a conservarlo no ya sólo los equivocados conceptos sobre la condena en costas (…) sino especialmente las ideas dominantes en orden a responsabilidad de la Administración pública. Mientras la mayoría de los escritores y la casi unanimidad de los jueces en Italia prediquen y apliquen respectivamente las ya limitadas teorías aún en boga sobre esta responsabilidad, y con admirables pero no laudables esfuerzos de razonamiento y de doctrina se siga intentando someter el Derecho racional y el positivo a distinciones que ni el primero aconseja ni el segundo contiene, y que muchos repiten sin entender bien ni su concepto ni su alcance; hasta que el lento pero seguro progreso de la ciencia moderna en esta materia no haya hecho adoptar en todas partes como lo ha sido en algunas, la afirmación de que el Estado debe responder de los actos de sus representantes que causen daños susceptibles de resarcimiento y de que el acto de autoridad no está, como tal, libre de esta responsabilidad (EL RESALTADO ES PROPIO), será difícil llegar al convencimiento general de que toda declaración de derecho en contra de la Administración pública debe ir acompañada de la condena en costas (CHIOVENDA, José: La Condena en Costas; ed. Biblioteca de la Revista de Derecho Privado, Serie B.-Vol.VI; Madrid, MCMXXVIII, pág. 266).-




A ese respecto, aún cuando, en el caso del Estado, se afirme el carácter local de aquella responsabilidad (REIRIZ, María Graciela, “Responsabilidad del Estado”, en AA.VV, El Derecho Administrativo, Hoy, Ed. Ciencias de la Administración, 1996, pág. 220) o se considere que las costas revisten carácter procesal (GONZALEZ PEREZ, Jesús: Derecho Procesal Administrativo Hispanoamericano, ed. Temis, Bogotá, 1985, pág. 414); en ningún caso, la legislación provincial que se dicte al respecto puede prescindir, desconocer o alterar el principio –de raigambre constitucional- del "alterum non laedere". En efecto, la Constitución no tolera que el daño a derechos fundamentales de una persona no sea, cuanto menos, razonablemente reparados. El "alterum non laedere" que fluye del art. 19 de la Constitución Nacional prohibiendo a los hombres perjudicar los derechos de un tercero y concediendo (callada, pero implícitamente) el derecho a una indemnización (SCBA, causa L 70185 “Rodriguez”, voto del Dr. Roncoroni) no admite la vigencia de un principio general de eximición de responsabilidad en materia de costas, para quien haya obligado a otro a litigar a fin de obtener el restablecimiento de la legalidad, pues el citado axioma, entrañablemente vinculado a la idea de reparación, expresa un 
principio general del derecho, que no solo reconoce aplicación en el ámbito de la responsabilidad civil, sino que nutre y sustenta todos los regímenes de responsabilidad y regula cualquier disciplina jurídica (CSJN, Fallos 182:5, 308:789, 308:1118, 308:1160, 315:689, 320:1999, 321:2637, A. 126. XXXVI “Angel  Estrada y Cía. S.A.”; SCBA, L 81826, “Yaman”; entre otros); "porque la idea de que el resarcimiento del derecho hace necesario que se impongan las costas al causante del pleito seguido para lograrlo, es admisible al lado de cualquier concepto de ese restablecimiento.” (Chiovenda, op. cit. pág. 279).-
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"4.3. En cuanto al aspecto subjetivo, es del caso señalar que el carácter público o estatal del sujeto litigante el proceso contencioso administrativo no modifica lo expresado, puesto que la Administración “no puede sustraerse a los principios generales en tanto y en cuanto, respecto de los administrados o particulares con quien litiga, no aparece en ella esa posición de supremacía (y, respectivamente, de obediencia), justificada por la necesidad e interés público, sino antes bien, unos y otros se presentan asumiendo la defensa de derechos y obligaciones recíprocas apoyadas en una razón de justicia (…) Lo contrario, implicaría considerar a la justicia como una carga pública que debe ser soportada en silencio, en compensación del mero «beneficio» -así considerado- que el fallo atribuye al declarar el derecho de la parte vencedora (…) Este beneficio de justicia debe ser íntegro, y no tener como contrapeso la carga de las costas, considerándose que ellas no son aplicables al Estado cuando éste es vencido en el litigio” (BIELSA, Rafael: Ideas Generales sobre lo Contencioso Administrativo, ed. J. Lajoune y Cia., Buenos Aires 1936, pág. 83, cit. por ARGAÑARAS Manuel J.: Tratado de lo contencioso administrativo, ed. TEA, Buenos Aires 1955, pág. 254).-" 





"Asimismo, no halla asidero jurídico alguno la arbitraria discriminación que realiza la norma en crisis, aplicando un criterio desigual para los procesos de apremio donde Estado provincial siempre es actor (y generalmente vencedor), a diferencia del proceso contencioso administrativo, donde la mayoría de las veces reviste la condición de demandado, violando de ese modo el art. 16 de la Constitución Nacional, en tanto la aplicación parcial de costas al accionante, constituye un privilegio inaceptable de la Administración que no reconoce causas o motivos de interés público. Adviértase asimismo, que frente a la carga que se impone al particular, mediante la aplicación de costas por su orden, la Administración cuenta con un cuerpo estable y permanente de abogados altamente especializados en la materia, situación que, a diferencia de aquél, no le provoca ningún costo adicional, alentando la litigiosidad excesiva y aventurada, con la consiguiente sobrecarga jurisdiccional.-"




"En punto a la violación del principio de igualdad en la que podría derivar la aplicación del criterio establecido por el art. 51 del CCA, es del caso recordar que la Cámara Contencioso Administrativa de San Martín ha declarado la 
inconstitucionalidad del citado precepto, con fundamento en los Artículos 16 de la Carta Magna y 11 de la Constitución Provincial, por la desigualdad generada entre quienes obtuvieron una resolución favorable en sede administrativa y aquellos que se vieron obligados a promover una actuación jurisdiccional para obtener una decisión que se pronunciara sobre sus derechos, de naturaleza alimentaria (in re, causa Nº 34/2004, “Asenjo”). Es que, como señala Chiovenda “La exención del estado en cuanto al pago de las costas, caso de vencimiento, va también contra el principio de que las cargas públicas deben repartirse equitativamente –conforme a la ley de la proporcionalidad- entre los ciudadanos. La apreciación inadecuada de los límites de las propias funciones o el quebrantamiento de las formas establecidas, que pueden conducir a la desestimación de las demandas del Ministerio Público o a la anulación de los actos de la autoridad, son errores de los órganos del Estado cuyas consecuencias dañosas –costas- deben repartirse entre todos los ciudadanos y no dejarse a cargo de aquél solo que fue su víctima directa y que por haberse prestado a corregir tales errores es un benemérito de la sociedad. Esto es de una justicia elemental, y no comprendo cómo en un  Estado  libre  puede  perdurar un concepto diferente. Todo  el  mundo  se  rebelaría  ante la idea de imponer al vencedor las costas del Estado vencido; y sin embargo, no es menos en el fondo la incongruencia de imponer a aquél el pago de las suyas.” (op. cit. pág. 280).-" 
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"4.4. Con relación al particular que litiga contra la Administración se ha señalado que “los gastos del proceso que han de soportar las partes constituyen, ciertamente, uno de los más graves obstáculos del derecho de acceso a la justicia. La falta de medios económicos impide a importantes sectores de administrados la actuación de sus pretensiones frente a la administración pública” (GONZALEZ PEREZ, Jesús: op. cit., p. 414), en particular, si se repara, en la vigencia de los principios del derecho del trabajo y la seguridad social, tales como los de irrenunciabilidad, justicia social, gratuidad de las actuaciones en beneficio del trabajador, primacía de la realidad, indemnidad, progresividad y de interpretación en favor del trabajador (art. 39 inc. 3º de la C.P.B.A.), que gobiernan la relación jurídica de autos.-" 





En particular, se ha de reparar que la Ley 13.101, al distribuir las costas en el orden causado, suprimiendo las distinciones que el anterior artículo 51 inciso 2 realizaba en materia de derechos sociales, poniendo a cargo de sus titulares el pago parcial de las costas del proceso, ha violado el principio de progresividad, que ha sido calificado por la Corte Federal, como el “principio arquitectónico del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en general, y del PIDESC en particular”, recordando que, según el mismo, “todo Estado Parte se 'compromete a adoptar medidas [...] para lograr progresivamente [...] la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos' (art. 2.1). La norma, por lo pronto, 'debe 
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interpretarse a la luz del objetivo general, en realidad la razón de ser, del Pacto, que es establecer claras obligaciones para los Estados Partes con respecto a la plena efectividad de los derechos de que se trata'. Luego, se siguen del citado art. 2.1 dos consecuencias: por un lado, los estados deben proceder lo 'más explícita y eficazmente posible' a fin de alcanzar dicho objetivo; por el otro, y ello es particularmente decisivo en el sub lite, 'todas las medidas de carácter deliberadamente retroactivo a este respecto requerirán la consideración más cuidadosa, y deberán justificarse plenamente con referencia a la totalidad de los derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se disponga' (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General N° 3, La índole de las obligaciones de los Estados Partes, párr. 1 del art. 2 del Pacto, 1990, HRI/GEN/1/Rev.6, p. 18, párr. 9; asimismo: Observación General N° 15, cit., p. 122, párr. 19, y específicamente sobre cuestiones laborales: Proyecto de Observación General sobre el derecho al trabajo (art. 6°) del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, presentado por Phillipe Texier, miembro del Comité, E/C12.2003/7, p. 14, párr. 23)” -CSJN, Fallos 327:3753, “Aquino”-.





Por su parte, en el citado precedente, la CSJN ha señalado que “si se trata de establecer reglamentaciones legales en el ámbito de protección de los trabajadores dañados por un infortunio laboral, el deber del Congreso es hacerlo en el sentido de conferir al principio alterum non laedere toda la amplitud que éste amerita, y evitar la fijación de limitaciones que, en definitiva, implican 'alterar' los derechos reconocidos por la Constitución Nacional (art. 28). De tal manera, el proceder legislativo resultaría, además, acorde con los postulados seguidos por las jurisdicciones internacionales en materia de derechos humanos. Valga citar, por hacerlo de uno de los recientes pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos pero reiterativo de su tradicional jurisprudencia, que cuando no sea posible el restablecimiento de la situación anterior a la violación del derecho que corresponda reparar, se impone una 'justa indemnización'. Y las reparaciones, 'como el término lo indica, consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inmaterial' y no pueden implicar el 'empobrecimiento de la víctima' (Bamaca Velázquez vs. Guatemala. Reparaciones, sentencia del 22-2-2002, Serie C N° 91, Informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 2002, San José, 2003, ps. 107/108, párrs. 40/41 y sus citas)”.- 





4.5. Es del caso señalar asimismo, que la SCBA tiene establecido que la primacía de la ley sustancial sobre la adjetiva no requiere demostración alguna de la parte, debiendo ser advertida y reconocida por el juzgador, quien está obligado a aplicar el derecho vigente (arts. 1, 15 y 16 del Código Civil) como también así por la gravitación del principio juria novit curia (art. 34 inc. 4) –
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dispositivo legal que expresamente estatuye que el sentenciante debe fundar su pronunciamiento "respetando la jerarquía de las normas vigentes (arts. 163 inc. 5 del C.P.C.C.; 47 y 63 de la ley 11.653) –SCBA, causas L 77914 y L 77859 ya citadas y L 73148, “Sciandra”-. 





Es por ello que elevo a la consideración de los señores legisladores el presente proyecto a efectos de su aprobación.
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